
En menos de un mes, el gobierno federal estará obligado 

a recibir las primeras solicitudes de información pública, de 
acuerdo con lo estipulado en la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Adicional-
mente, once entidades federativas cuentan con legislación de 
transparencia o de acceso a la información pública.

Esto signifi ca que se han dado los primeros pasos en el país 
para tener las condiciones formales que obliguen al gobierno 
a dejar de ser una “caja negra” donde se toman decisiones en 
la opacidad y sobre las cuales los ciudadanos conocemos sólo 
sus resultados.

Sin embargo, es importante notar que me refi ero sólo a 
las condiciones formales. El terreno de las condiciones reales 
es una materia sobre la que virtualmente no se habla en 
México. Al revisar la legislación 
de acceso a la información, es 
imposible ignorar una cierta in-
genuidad en los legisladores. Tal 
como han sido aprobadas, la le-
tra de estas leyes sugiere que, 
automáticamente, la posibilidad 
de acceder a la información im-
plica transparencia, rendición 
de cuentas y control sobre las ac-
ciones de los gobiernos, locales 
y federal. 

El problema con esta concep-
ción es que los gobiernos se vuel-
ven transparentes y rinden cuen-
tas cuando tienen incentivos pa-
ra no ocultar la información que 
resguardan. Esto es, podemos 
tener las leyes de acceso a la in-
formación con la mejor técnica 
jurídica, pero si nadie las usa 
o si el contexto institucional no 
es el adecuado, pocas ventajas 
derivan de una ley de acceso a la 
información.

Al hablar del control de los 
gobiernos como resultado de la 
transparencia y la rendición de 
cuentas que generan las leyes 
de acceso a la información, es 
necesario entender que sus efec-
tos reales no derivan del acceso 
per se a la información, sino de 
las consecuencias políticas que puede tener que cierta informa-
ción sea pública. Por ejemplo, como resultado del llamado 
toallagate o de la difi cultad para que la Cámara de Diputados 
explicara sus gastos, el Ejecutivo y el Legislativo seguramente 
tendrán más cuidado sobre la forma en que gastan los recursos 
del erario. A través de la revelación de cierta información se 
logró un control adicional al gobierno. Y esto fue posible sin 
tener una ley de acceso a la información pública que estuviese 
vigente. 

El plus de una ley de acceso a la información es que 
hace creíble que cualquier ciudadano solicite y reciba infor- 
mación que pueda resultar en la percepción de un gobierno 
como corrupto o como incompetente y que se castigue 
al partido en el poder en la siguiente elección, además 
de contribuir a que los funcionarios públicos involucrados 
sean sancionados.

Podemos decir entonces que el acceso a la información 
como instrumento de control del gobierno y de combate a la 
corrupción requiere: 

6 Que las solicitudes de información tengan una respuesta, en 
tiempo y forma,
6 Que existan actores –individuos, asociaciones u otras autori-
dades– interesados en buscar esta información y revelarla,
6 Que exista un sistema desarrollado de medios de comunica-
ción, Que sea creíble y que sus mensajes puedan llegar a la 
opinión pública, y
6 Que la opinión pública se interese por estos asuntos y que 
pueda manifestar una respuesta coordinada.

La primera condición puede ser resuelta con una ley de 
acceso efi ciente y efectiva. Esto supone, por supuesto, que exis-
tan archivos en el gobierno que hayan sido clasifi cados co-
rrectamente y que existan mecanismos para obligar a que 
la información solicitada sea entregada.

La segunda condición depen-
de del interés que la propia so-
ciedad tenga en acceder a infor-
mación, aunque los medios de 
comunicación pueden tener un 
papel crucial en la investigación 
y revelación de esta información. 

La tercera condición reconoce 
que los medios de comunicación 
pueden ser los más importantes 
usuarios de esta legislación, aun-
que de muy poco serviría que 
comunicasen información si sólo 
unos cuantos ciudadanos tienen 
interés en esta información, si el 
medio es poco creíble o si el me-
dio carece de capacidad para rea-
lizar investigaciones complejas.

Finalmente, la cuarta condi-
ción presupone que debe existir 
algún castigo cuando se revelen 
conductas de la autoridad, deri-
vadas del acceso a la informa-
ción, que sean contrarias al inte-
rés de los particulares o a la 
normatividad vigente. 

Más allá del castigo directo 
que pueda recibir un servidor pú-
blico, la amenaza de castigo debe 
ser creíble. Las elecciones periódi-
cas proveen el mecanismo para 
que los ciudadanos descontentos 
con las acciones de la autoridad 

se coordinen indirectamente al emitir un voto por otra opción.
Sin embargo, las elecciones en este país suceden cada tres o 

cada seis años, dependiendo del puesto, y la memoria pública 
es de corto plazo. Esta cuestión debilita la amenaza de castigo 
en la siguiente elección al servidor público denunciado, pues 
podría tener tiempo de sobra para que la opinión pública 
olvide o para compensar su falla con otras acciones.

Con estos argumentos, quiero señalar que la existencia 
–y vigencia– de una ley de acceso a la información es una 
condición necesaria, aunque no sufi ciente, para acotar la 
discrecionalidad de las acciones de gobierno y para combatir la 
corrupción. Tanto más aplicable a la realidad sea la ley, cuanto 
más útil resulta. Sin embargo, es importante que no se olvide 
que existen otros factores del contexto que deben considerarse 
para dimensionar sus alcances. 0
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El valor agregado de la nueva ley de acceso a la información: hacer creíble 

que cualquier ciudadano ejercite su derecho de petición, aunque éste pueda 

resultar en la percepción de un gobierno como corrupto o incompetente, 

además de contribuir a que los funcionarios involucrados sean sancionados.
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